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Señor Presidente,

Excelentísimos Señores,

Distinguidos Delegados,

Señoras y Señores,

En nombre del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), quisiera agradecer, ante todo, a la Comisión de Asuntos jurídicos y políticos la organización de esta Sesión Especial sobre la Promoción y el Respeto del Derecho internacional humanitario, la oportunidad que nos brindan de tomar la palabra.

Señor Presidente,

Hablar de los logros del derecho internacional humanitario tiene sentido con tan solo mirar a quienes precisan de su protección, es decir a las personas que son víctimas de conflictos armados. En algunos sesenta conflictos armados existentes hoy día en todo el mundo, innumerables niños, mujeres y hombres que no participan o han dejado de participar en las hostilidades, afrontan diariamente situaciones de extrema dificultad y violencia. 

Ellos están en el centro de las preocupaciones del CICR desde hace 140 años, en que la institución ha venido trabajando para aliviar los sufrimientos de las víctimas, a través de un mejor respeto hacia las reglas que deberían limitar los efectos de la violencia en los conflictos armados.

Quiero hacer énfasis sobre la frase “deberían limitar”, anteriormente dicha. En efecto, al juzgar las noticias que recibimos a través de los distintos medios, cabe preguntarse seriamente y con legitimidad sí las reglas del derecho humanitario se traducen en realidad en el terreno. Asistimos a actos de genocidio, a la llamada limpieza étnica, al traslado de poblaciones enteras, a ataques deliberadamente dirigidos contra civiles, etc. 

Prevenir ese tipo de excesos era una notable intención de los fundadores del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, y también de los Estados que negociaron los tratados de derecho internacional humanitario a partir de una serie de normas consuetudinarias. Los Convenios de Ginebra de 1949 surgieron directamente del horror que dejó la experiencia traumática de la Segunda Guerra mundial en la conciencia de la humanidad. 

Las reglas que se concibieron y se desarrollaron en esos textos fueron también producto del pragmatismo de sus autores. Aunque deseaban que no hubiera más guerra, y consagraron expresamente la prohibición de recurrir al uso de la fuerza en la Carta de las Naciones Unidas, reconocieron que la realidad era otra. 

Después de un poco más de cincuenta años, constatamos que el derecho internacional humanitario se ha consolidado en un conjunto complejo y firme de normas cuya pertinencia no puede negarse. 190 Estados son partes en los Convenios, entre los que se encuentran todos los 35 Estados en el continente americano. 161 Estados participan en el primer Protocolo adicional de 1977 y 156 en el segundo del mismo año. Si bien son menos las partes en los demás tratados de derecho humanitario, ellos gozan, generalmente, también de una gran aceptación por parte de los Estados, la cual va en constante aumento. A pesar de ello, constatamos también que las promesas de hace medio siglo no se cumplieron.

Los conflictos armados continúan desplazando a millones de personas, principalmente como consecuencia directa de las violaciones del derecho internacional humanitario. Con frecuencia, decenios después del término de un conflicto, se sigue sin tener noticias sobre el paradero de miles de personas. Innumerables niños y jóvenes sufren, con regularidad, la brutalidad de la violencia armada; muchos de ellos son obligados a servir en las filas de alguna de las partes en conflicto. Países quedan infestados con minas antipersonal y otras municiones de guerra sin estallar, que frustran, muchos años después del conflicto, los esfuerzos de reconstrucción y rehabilitación. A causa de la gran disponibilidad de las armas portátiles, grupos indisciplinados hacen cundir el miedo.

Tenemos que interrogarnos sobre las causas de este desequilibro entre los compromisos y los hechos.

El CICR alienta sistemáticamente a los Estados a que se adhieran a los tratados de derecho humanitario y está convencido de que entre más grande sea la participación en los tratados, más fuertes serán las normas establecidas en el orden internacional, y  por lo tanto, será más difícil ponerles en duda.

No obstante la grande y notoria participación aludida, aparentemente la misma no es suficiente para garantizar el cabal cumplimiento con los compromisos contratados. Hay que hacer los tratados operacionales al nivel nacional, es decir en el contexto en donde desplieguen sus efectos. 

Muchas de las violaciones a las que me referí resultaron no tanto de la falta de normas internacionales, pero más bien de la ausencia de medidas que hubieran podido ponerles en practica. 

Ruanda, por ejemplo, ha sido parte de los Convenios de Ginebra desde 1964 cuando sucedió a Bélgica, y se adhirió a los dos Protocolos adicionales en 1984. Además, ha sido parte en la Convención sobre la prevención y el castigo del crimen de genocidio desde 1975. Ello empero, no impidió lo sucedido entre abril y julio de1994 cuando mataron a más que 500’000 personas.

Otro ejemplo notorio son los conflictos armados que estallaron en el territorio de la antigua Yugoslavia y que provocaron el establecimiento por parte del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de un tribunal internacional penal cuya sola jurisprudencia nos produce un gran impacto ante los sufrimientos endurecidos por las víctimas. Cabe resaltar que también la Yugoslavia socialista era parte en los Convenios de Ginebra. 

Lo que quiero decir con ello es que la adhesión a los tratados solo es el primer paso. Los Estados deben ulteriormente traducir en la práctica las disposiciones de los tratados, a fin de que estas normas surtan efecto pertinentemente. Implica que se deben tomar medidas nacionales, en tiempo de paz, y que las mismas se deben incorporar en el orden interno. 

Al respecto, el conocimiento de las reglas y principios del derecho internacional humanitario ocupa un papel crucial. Para que sean respetadas, las normas tienen que ser conocidas. De ahí la importancia de difundir las normas y principios del derecho humanitario a todos los que han de aplicarles, y sobre todo a las fuerzas armadas.

Los últimos veinte años, el CICR efectúa numerosos programas, en casi todos los países de América, para ayudar a las fuerzas armadas a difundir el derecho internacional humanitario. 

Activamente, habida cuenta de la creciente incidencia de situaciones de violencia interna y tensiones, también han empezado a impartir formación en los principios y normas de los derechos humanos aplicables a la función de la policía. 

Este programa consiste principalmente en ejercicios prácticos relacionados con el uso de armas de fuego, control de disturbios, arrestos y detenciones, etc. El programa se diseñó, en 1998, en Brasil, y desde entonces ha sido desarrollado en colaboración con los Ministerios competentes en Ecuador, Venezuela, Perú, México, Jamaica, Guyana, Trinidad y Tobago y, recientemente, en Bolivia.

Cabe señalar que así como las fuerzas armadas, por lo general, no deben intervenir en las operaciones de mantenimiento del orden, tampoco debe enseñarse el derecho internacional humanitario, que fue concebido para situaciones de guerra, a la policía y fuerzas de seguridad con la finalidad de llevar a cabo operaciones de mantenimiento del orden. Por supuesto, si las fuerzas de seguridad son puestas bajo las órdenes militares y participan en operaciones militares, es pertinente la formación en derecho internacional humanitario.

Los muchos años de experiencia con diferentes portadores de armas nos han demostrado claramente que la formación tiene éxito únicamente si toma parte de un proceso institucional permanente. Además, la conducta no puede derivarse sólo de lo que se ha instruido. Para que el personal militar adapte sus acciones al derecho, éste debe reflejarse en la doctrina de las fuerzas armadas y en sus manuales operativos. Dígase lo mismo para la policía y las fuerzas de seguridad.

La difusión e integración del derecho internacional humanitario representa un tipo de medidas de aplicación nacional de los tratados. Otras medidas son de naturaleza administrativa o practica o  implican reformas a la legislación nacional, como es el caso de la obligación de castigar a los criminales de guerra.

Sobre el particular, la obligación de reprimir las infracciones graves del derecho humanitario no es únicamente necesaria para garantizar el respeto de esa rama del derecho, sino que también sirve de parámetro, a fin de medir la credibilidad misma del derecho. En el derecho internacional humanitario se establece un sistema de represión nacional que los Estados se comprometieron ejecutar al adherirse a los Convenios de Ginebra. Se requiere que el derecho penal de los Estados permita perseguir y castigar todas las infracciones graves cualquiera que sea el lugar en donde se hayan cometido o la nacionalidad de su autor, o de las víctimas, en aplicación de la jurisdicción universal. 

Señor Presidente,

El CICR brinda asesoría jurídica y técnica a los Estados que la requieren con el objetivo de permitir el cumplir con sus compromisos en el ámbito del derecho humanitario. 

En el derecho internacional humanitario también se prevé que las personas que están siendo procesadas se beneficiarán de las normas mínimas de trato humano, así como de las garantías judiciales esenciales. 

Al respecto, se han de disipar posibles preocupaciones sobre sí la observancia del derecho internacional humanitario aplicable para los casos de personas privadas de libertad podría ser óbice para la justicia. En esencia, no se puede insistir lo suficiente en que la observancia del derecho internacional humanitario no se equipara a la impunidad, sea respecto de los crímenes cometidos durante un conflicto armado, sea respecto de los crímenes cometidos en situaciones ajenas a un conflicto. 

Lo único que requiere el derecho internacional humanitario es que se apliquen las garantías del debido proceso cuando se juzga a los presuntos infractores. Ello resulta poco sorprendente, dado que la condición de un juicio debido y justo está ya solidamente arraigada en otras ramas del derecho, como son el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho constitucional o el derecho penal de los Estados. 

De hecho, la legislación nacional, con frecuencia, protege de manera más general a los individuos que las normas básicas del derecho internacional humanitario. Además esas normas, sólo son aplicables cuando el crimen se comete en el contexto de un conflicto armado.

Recientemente, se ha planteado la pregunta de sí el derecho internacional en general y el derecho internacional humanitario en particular son herramientas adecuadas para afrontar el problema del terrorismo. 

Es menester recordar que el derecho internacional humanitario difiere de otros instrumentos, como, por ejemplo, la Carta de las Naciones Unidas. Ésta permite a la comunidad internacional hacer dictámenes, de índole política o de cualquier otra, con relación al uso de la fuerza en las relaciones internacionales; el derecho internacional humanitario regula la protección de las personas y la conducción de las hostilidades durante un conflicto armado. 

Su objetivo primordial es aliviar el sufrimiento de las personas afectadas por la guerra, independientemente de las causas subyacentes y, por lo tanto, de la justificación del conflicto. De conformidad con el derecho internacional humanitario, no hay guerras “justas” o “injustas”, porque los civiles, sólo por mencionar una categoría de personas protegidas por sus normas, tienen derecho a que no los maten, torturen o violen, cualquiera que sea el bando al que pertenezcan.

La lucha contra el terrorismo puede librarse de diversas formas: como cooperación judicial y castigo a los responsables de los actos de terrorismo, además de la congelación de los haberes con que se costea el terrorismo y, tras los ataques del 11 de septiembre, como conflicto armado. En la medida en que la lucha contra el terrorismo se haga mediante un conflicto armado, la posición es clara: el derecho internacional humanitario es aplicable. 

Es indiscutible que el terrorismo va en contra de los principios fundamentales de la humanidad. Sin embargo, deducir de ahí que el derecho en vigor no sea adecuado para lidiar con las formas modernas del terrorismo, es un tanto precipitado. 

Generaciones de expertos y diplomáticos han contribuido al desarrollo del derecho internacional humanitario durante los últimos dos siglos, conociendo la necesidad de elaborar normas aplicables al uso de la fuerza, las cuales mantengan un balance entre la seguridad de los Estados y el respeto de la vida, la salud y la dignidad humanas. Por lo tanto, es necesario primeramente probar que estas reglas son irrelevantes, antes de optar por enmendarlas.

Hacer énfasis sobre la pertinencia y relevancia del derecho internacional humanitario en el mundo contemporáneo, no significa que este conjunto de normas ya no puede evolucionar y mejorar.

El derecho internacional humanitario no es estático. Este cuerpo de normas, como el derecho en general, está constantemente sometido a puntualizaciones y cambios. Continuamente procura responder a los nuevos retos que plantea la evolución de la guerra. Esto se observa en los distintos desarrollos de que ha sido objeto, desde la adopción, en 1864, del primer Convenio de Ginebra.

La propia historia del CICR esta íntimamente vinculada con ese proceso de desarrollo. A lo largo de su existencia, el CICR no ha cejado en hacer llamamientos a la comunidad internacional para que se desarrollen normas adecuadas y se instauren mecanismos de cooperación que contribuyan a la protección de las victimas de la violencia armada. 

La Institución también está convencida de que cualquier intento de reevaluar la pertinencia del derecho internacional humanitario no puede efectuarse si no se ha determinado efectivamente una deficiencia en el derecho y no la falta de voluntad política para aplicarlo. 

Cualquier otro tipo de acción puede llevar consigo un riesgo de que se despoje al derecho su propia razón de ser, que es facilitar el desarrollo previsible y ordenado de la conducta de las relaciones internacionales.

Señor Presidente,

El derecho internacional humanitario no proporciona respuestas a todos los problemas de violencia.

En el continente americano, el CICR mantiene una presencia desde finales del decenio de 1970, y ha observado que, en los últimos años, son los problemas económicos y sociales, y ya no las diferencias ideológicas de los decenios anteriores, la fuerza conductora de la violencia armada. Lo demuestra el número creciente de situaciones de violencia y de tensiones internas.

La profunda brecha entre ricos y pobres sigue siendo obviamente la causa principal de tensiones sociales y de violencia que no necesariamente se califican como conflicto armado y en las cuales, por lo tanto, el derecho humanitario no se aplica. 

La disminución de la actividad económica, y la recesión han acentuado en muchos casos esa brecha, afectando muy particularmente a las personas que carecen del acceso a los sectores más pujantes de la economía (los que, cabe añadir, más se benefician de los subsidios externos). La privación económica ha infundido una índole política a las diferencias étnicas, y la mayor proporción de los grupos más desfavorecidos tiende a estar conformada por los pueblos indígenas. 

Para el Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, el contexto que prevalece en muchos de los países de Latinoamérica y el Caribe ha dado lugar a preguntarse cómo debe el Movimiento efectuar su misión. El cometido del CICR y de las Sociedades Nacionales concernidas es relativamente claro en países donde hay un conflicto, como en Colombia o disturbios y tensiones interiores, como en Venezuela o Bolivia; sin embargo, no lo es en otros contextos, donde no se ha deslindado nítidamente la magnitud y la índole de la crisis. 

De cualquier manera, los desastrosos acontecimientos económicos que se registraron en Argentina a partir de diciembre de 2001 no han dejado duda alguna en cuanto a que miles, si no, cientos de miles, de personas fueron sumidas de la noche a la mañana en una angustia profunda, que requiere algún tipo de acción humanitaria.

El prolongado conflicto armado de Colombia –el único de gran envergadura que persiste en este continente– está ostentosamente arraigado en la lucha por el control de tierras y de recursos económicos y se caracteriza por un alto y alarmante predominio de violaciones del derecho internacional humanitario. El cariz del conflicto ha empeorado desde que el proceso de paz entre el Gobierno y las FARC colapsó en febrero de 2002, mientras las necesidades de asistencia humanitaria se han incrementado repentinamente. 

Para mejorar su capacidad de intervención ante estos acontecimientos, el CICR ha tenido que incrementar tanto su presupuesto, como su personal, para las operaciones que se realizarán en Colombia durante el año 2003.

Señor Presidente,

Queda pendiente una ingente labor en la promoción de valores humanitarios y en la realización del cabal cumplimiento del derecho internacional humanitario.

En este sentido, el CICR quiere aprovechar la oportunidad para expresar su profundo reconocimiento a los Estados miembros de la OEA por los esfuerzos que despliegan año por año, a través Sesiones Especiales como la presente y otras iniciativas, mediante resoluciones de la Asamblea general, y con actividades en el terreno, para que se respete el derecho internacional humanitario.

Es un reto que compartimos y estamos a su entera disposición para llevarlo a cabo, pacientemente, pero con determinación. 

Muchas gracias por su atención.
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